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I. RESUMEN


1.
El 27 de octubre de 1997, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “CIDH”) recibió una petición presentada por el señor Ricardo Domingo Monterisi en contra de la República Argentina (en lo sucesivo "Argentina" o "el Estado"). La petición se refiere a la presunta aplicación retroactiva de la ley 24.144
 en tres procesos judiciales en los que se discutía si el Banco Central de la República Argentina (en lo sucesivo “Banco Central” o “BCRA”) se encontraba obligado a pagar sus honorarios como abogado del Banco Patagónico SA en liquidación (en adelante Banco Patagónico)
, así como una denegación del debido proceso. 

2. 
El peticionario manifestó que desde 1981 hasta 1988, recibió mandato del Banco Central de la República Argentina  para prestar sus servicios profesionales como abogado del Banco Patagónico SA con el fin de representarlo en los juicios que se promovieran, debido a que este último se encontraba en liquidación por el Banco Central. En razón de ello, adelantó tres procesos en los que solicitó que se declarara que el Banco Central se encontraba obligado a pagar sus honorarios. Señaló que el primero de estos procesos, terminó el 6 de mayo con la sentencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (en lo sucesivo “Corte Suprema de Justicia” “Corte Suprema”) en la cual aunque se declaró que el Banco Central era responsable de pagar sus honorarios, también se estableció que en el juicio de ejecución de estos se podría aplicar retroactivamente la ley 24.144, la cual impediría el pago de sus servicios profesionales. De acuerdo con el peticionario, dicha ley también fue aplicada en otros dos procesos en los que se declaró que el Banco Central no debía pagar los honorarios. El peticionario alegó que en estas decisiones se desconocieron los principios de imparcialidad e independencia judicial.   

3.
El Estado, por su parte, afirmó que el peticionario no era apoderado del Banco Central sino del Banco Patagónico. También indicó que el peticionario no agotó los recursos internos porque no presentó un proceso ejecutivo para ejecutar sus honorarios. Además argumentó que las sentencias del poder judicial no aplicaron la ley 24.144 retroactivamente sino a una situación jurídica existente. Adicionalmente, alegó que no existió violación del derecho a la propiedad puesto que el peticionario no ha demostrado la lesión de un bien que le pertenece y porque Argentina formuló una reserva en relación con el artículo 21, según la cual no están sujetas a revisión judicial las cuestiones inherentes a la política económica del gobierno. El Estado también sostuvo que no se violaron los principios de imparcialidad e independencia judicial. 

4.
En el presente informe de solución amistosa, según lo establecido en el artículo 49 de la Convención y en el artículo 40(5) del Reglamento de la Comisión, se efectúa una reseña de los hechos alegados por la parte peticionaria. Asimismo, se transcribe el acuerdo de solución amistosa suscrito el 27 de octubre de 2010 por la República Argentina y por la parte co-peticionaria. Asimismo, se aprueba el acuerdo suscrito entre las partes y se acuerda la publicación del presente informe en el Informe Anual a la Asamblea General. 


II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

5.
La petición fue recibida por la CIDH el 27 de octubre de 1997 y ésta transmitió las partes pertinentes al Estado el 11 de noviembre de 1997. Mediante comunicaciones del 30 de enero de 1998 y 20 de abril de 1998, el Estado  solicitó prórrogas para presentar su respuesta, la cual fue recibida el 15 de julio de 1998  y transmitida al peticionario el 27 de julio de 1998.

6. 
El peticionario envío sus observaciones mediante comunicaciones del 21 de septiembre de 1998, 28 de junio de 1999, 21 de diciembre de 1999 y 22 de octubre de 2001. De las respuestas de los peticionarios la Comisión dio traslado al Estado a través de comunicaciones de 28 de septiembre de 1998, 14 de julio de 1999, 3 de enero de 2000 y 29 de abril de 2003. El peticionario envió información adicional el 14 de julio de 1999 y el 6 de septiembre de 2004.

7.
El Estado solicitó prórrogas el 16 de marzo de 2000, 5 de julio de 2000, 15 de agosto de 2000. El Estado presentó sus observaciones mediante comunicaciones del 15 de julio de 1998, 22 de octubre de 1999, 17 de septiembre de 2001. De dichas respuestas la Comisión dio traslado al peticionario a través de comunicaciones del 14 de julio de 1999, 17 de octubre de 2001.

8.
El 7 de mayo de 2009, la Comisión solicitó información actualizada al peticionario y al Estado. El 11 de junio de 2009 Argentina solicitó una prórroga la cual fue concedida. El 20 de abril de 2010 el Estado informa que las partes se encuentran evaluando la posibilidad de iniciar un proceso de diálogo tendiente a alcanzar una solución amistosa. Esta posición fue confirmada por el peticionario mediante nota de 28 de mayo de 2010. Las partes celebraron una reunión de trabajo durante el 140º período ordinario de sesiones de la CIDH, el 27 de octubre de 2010, oportunidad en la que firmaron el acuerdo de solución amistosa que analiza el presente Informe. 

III. LOS HECHOS 
9.
El peticionario señaló que fue contratado por el Banco Central de la República Argentina entre 1981 y 1988 y que como consecuencia de sus servicios, se regularon honorarios profesionales a su favor en once juicios. En sus presentaciones el peticionario se refirió a los procesos Sotavento, Copemar y Anglada en los cuales afirmó que se discutía si el obligado a pagar sus honorarios era el Banco Central o el Banco Patagónico. 

10. 
Asimismo, el peticionario afirmó que las decisiones emitidas por la Corte Suprema de Justicia en estos casos habrían sido dictadas en un contexto de falta de independencia del poder judicial en relación con el poder ejecutivo. En este sentido, se refirió a la causa ”Metalúrgica Skay” en la que según el peticionario, durante 1993 la Corte Suprema de Justicia habría desaparecido una sentencia en la que se declaraba que el Banco Central se encontraba obligado a pagar sus honorarios, para reemplazarla por otra que fuera favorable a los intereses del Gobierno.

11.
En relación con el caso Sotavento, el peticionario afirmó que el 27 de noviembre de 1991 la Corte Suprema de Justicia, al resolver un recurso extraordinario contra una sentencia dictada por la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires, decidió que el Banco Central se encontraba obligado a pagar los honorarios al peticionario y devolvió el proceso para que el tribunal inferior dicte un nuevo fallo. Afirmó que el 16 de junio de 1992, dicho Tribunal dictó un nuevo fallo ordenando el pago al BCRA. Agregó que el Banco Central “de manera improcedente” interpuso un nuevo recurso extraordinario federal, ante la Corte Suprema que fue decidido el 6 de mayo de 1997. El peticionario afirma que aunque en dicha decisión se negó el recurso, también se estableció que en el juicio de ejecución se podría debatir tanto la existencia de un contrato que impediría el cobro de sus honorarios, así como la aplicación de la ley 24.144. Al respecto, el peticionario señaló que la aplicación de dicha ley constituiría una interpretación errónea de su artículo 19 d. que según señaló prohibía al Banco Central realizar redescuentos, adelantos u otras operaciones de crédito.

12. 
En relación con el caso Copemar, el peticionario indicó que el 6 de mayo de 1997 la Corte Suprema de Justicia, revocó la decisión de la Suprema Corte de Justicia de Buenos Aires, en la cual se había declarado que el Banco Central estaba obligado a pagar los honorarios del peticionario. En dicha sentencia, según el peticionario, la Corte Suprema de Justicia falló a favor del Banco Central en aplicación de la ley 24.144. Agregó que aunque las decisiones de la Corte Suprema no admiten recurso de reposición, él remitió un escrito dirigido a la Corte Suprema de Justicia en el cual le indicaba “las graves violaciones que había cometido en su sentencia”. Afirmó que el 25 de septiembre de 1997, la Corte Suprema de Justicia dictó una resolución en la cual se señaló que en aplicación de la ley 24.144 y por voluntad del legislador los gastos de liquidación no podrían ser pagados con fondos del Banco Central. 

13. 
Acerca del juicio Anglada,  afirmó que el Tribunal del Trabajo No. 2 de la ciudad de Mar del Plata, Provincia de Buenos Aires decidió el 31 de mayo de 1994 que el Banco Central estaba obligado a pagar sus honorarios. Indicó que contra esta sentencia el Banco Central presentó un recurso extraordinario provincial ante la Suprema Corte de Justicia de Buenos Aires que el 16 de diciembre de 1997 habría establecido que dicha entidad no estaba obligada al pago de sus honorarios. El peticionario agregó que contra dicho fallo presentó un recurso extraordinario de revisión ante la Corte Suprema de Justicia y le  solicitó a los jueces de este tribunal que habían participado en las  causas Copemar y Sotavento que se excusaran de conocer el recurso interpuesto. El peticionario afirmó que los jueces de la Corte Suprema de Justicia decidieron no excusarse de conocer del caso, y que le habrían impedido al magistrado Petrachi declararse impedido. Afirmó que el 16 de marzo de 1999 la Corte Suprema rechazó el recurso extraordinario. 

14. 
El peticionario señaló en sus escritos que las decisiones de la Corte Suprema de Justicia no admiten recurso en su contra y que con ellas se habrían agotado los recursos internos. Con relación a la presunta violación del derecho a las garantías judiciales alegó: i) que se violó el principio de irretroactividad de las leyes; ii) que se violó el principio de cosa juzgada en el caso Sotavento porque la resolución dictada el 6 de mayo de 1997 desconoció la sentencia dictada con anterioridad el 5 de noviembre de 1991; iii) que en las decisiones de la Corte Suprema de Justicia se violó el principio de independencia judicial. Adicionalmente alegó que se violó el derecho a la propiedad porque sus honorarios constituyen un derecho adquirido que fue incorporado a su patrimonio antes de que entrara en vigencia la ley 24.144. El peticionario también afirmó que se habría violado la prohibición de retroactividad consagrada en el artículo 9. Asimismo alegó la violación al derecho a la honra consagrado en el artículo 11 porque se había abierto un proceso penal en su contra. 
IV.
SOLUCIÓN AMISTOSA
 

15.
El 27 de octubre de 2010, el peticionario suscribió junto con representantes de la República Argentina el acuerdo de solución amistosa, en cuyo texto se establece lo siguiente: 

ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
PETICIÓN N° 11.833 (RICARDO DOMINGO MONTERISI)

Las partes en la petición N° 11.833 del registro de [a Comisión Interamericana de Derechos Humanos Ricardo Domingo Monterisi - : E[ peticionario, doctor Ricardo Domingo Monterisi, y el Gobierno de la Republica Argentina, en su carácter de Estado parte de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en adelante "La Convención", actuando por expreso mandato del articulo 99 inciso 11 de la Constitución de la Nación Argentina, representado por la Dra. Andrea Gualde, Directora Nacional de Asuntos Jurídicos en materia de Derechos Humanos de la Secretaria de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación, por el Ministro Eduardo Acevedo Díaz a cargo de la Dirección General de Derechos Humanos de la Cancillería Argentina, y por el Dr. Javier Salgado Director de Derechos Humanos (Contencioso International) de la Cancillería Argentina, tienen el honor de informar a la lustre Comisión interamericana de Derechos Humanos que han Ilegado a un acuerdo de solución amistosa de la petición, cuyo contenido se desarrolla a continuación, solicitando que en orden al consenso alcanzado la misma sea aceptada y se adopte el consecuente informe previsto por el articulo 49 de la Convención.

I. 
Los hechos denunciados

Con fecha 27 de octubre de 1997, el Dr. Ricardo Domingo Monterisi formuló ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos una denuncia contra el Estado argentino en la que alegó la vulneración a diversos derechos reconocidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Fundamentalmente, el peticionario atribuyó responsabilidad internacional al Estado haciendo pie en la violación al debido proceso legal, que tutela el Art. 8 de la citada Carta, en cuanto recoge el principio universal de que toda persona tiene derecho a ser oído por un juez imparcial e independiente para la determinación de sus derechos de orden civil y/o de cualquier otro orden. Asimismo, el peticionario alegó también que los hechos podrían configurar Ia vulneración del articulo 21 (derecho de propiedad), 25 (protección judicial), y del 11 (respeto a la honra y dignidad).

El peticionario señaló que dicha vulneración del juez imparcial e independiente se habría cometido en la resolución de diversos expedientes judiciales en el ámbito de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, y denunció en sede internacional la actuación que atribuye a varios ministros de la entonces Corte Federal en la sonada causa Banco Patagónico S.A. Metalúrgica Skay que se encontraba de trámite por ante la Corte Federal, y en la que era parte por un lado el Dr. Monterisi y por e[ otro el Banco Central de la República Argentina.

El reclamante argumentó que luego de pronunciado el fallo que desestimaba el recurso federal interpuesto por el BCRA en la citada causa, algunos ministros de la Corte habrían recibido presiones de parte del titular del Ministerio de Economía de entonces, para que cambiase la sentencia dictada con fecha 8 de junio de 1993 referenciada, por otra más favorable a los intereses del Banco Central. Denunció que la sentencia ya dictada, es decir firmada por todos los jueces del Tribunal, incorporada al expediente y protocolizada fue sustraída y cambiada por otra, hecho este que la prensa local denomino irónicamente como el "recurso de arrancatoria". Los ministros Bellucio y Petracchi denunciaron penalmente el hecho gravísimo de la sustracción, pero la causa terminó en un insólito sobreseimiento. Días después el por entonces Ministro de la Corte Dr. Antonio Boggiano fue denunciado ante la comisión de juicio político ante el Senado de la Nación, y solo por un voto, el dictamen de Comisión rechazo dicha petición.

El peticionario enfatizo que el affaire del "recurso de arrancatoria", dejo a las claras que la Corte de entonces, con la Ilamada "mayoría automática", fue notoriamente funcional al poder político que gobernaba el país con anterioridad al 25 de mayo de 2003, tal como lo consideraron la mayoría de los medios de comunicación y bibliografía que obran como documental en la petición y también por destacados juristas argentinos.

En suma, la petición afirma que este hecho gravísimo atento contra el principio de existencia del juez independiente e imparcial, como eje sobre el que gira toda la ingeniería de la garantías judiciales en cualquier Estado de Derecho y que con singular celo tutela la Convención Americana sobre Derechos Humanos, enfatizando que el escándalo debería haber generado, al menos, la inhibición del ex Ministro Antonio Boggiano de entender en los posteriores juicios entre el peticionario y el BCRA, que Ilegaron -por la misma cuestión que en " Metalúrgica Skay " - ante la Corte Federal luego del "recurso de arrancatoria", pero que este magistrado ni siquiera por decoro y delicadeza se apartó del expediente, circunstancias todas que le impulsaron a formular la correspondiente denuncia ante la lustre Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

II.
El proceso de solución amistosa

Sin perjuicio de las posiciones asumidas por las partes en el contexto del proceso contencioso en cuyo marco se debatieron tanto cuestiones de admisibilidad como de tondo, el Estado y el peticionario decidieron abrir un espacio de dialogo tendiente a explorar la posibilidad de una solución amistosa. En dicho contexto, el Estado y el peticionario pasaron revista a las distintas causas involucradas en la petición a la luz de la situación general que vivía la administración de justicia en la Republica Argentina, en particular en el ámbito de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Tomando en cuenta tal perspectiva, el análisis del rol que cumplió la Corte Suprema de Justicia de la Nación en aquel momento histórico, con la integración mayoritaria de ex magistrados sospechados de no haber desempeñado fielmente sus obligaciones como tales, con la independencia e imparcialidad que exigen los estándares internacionales aplicables, circunstancia que luego diera lugar a la promoción del juicio político a varios de sus miembros, permite concluir en que, al momento de presentación de la denuncia, el peticionario podía tener dudas razonables acerca del adecuado cumplimiento por parte del Estado de las obligaciones derivadas de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos respecto de los expedientes judiciales identificados en la denuncia formalizada ante la [lustre Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

No obstante ello, el peticionario manifiesta que las medidas adoptadas por el Estado argentino en materia de administración de justicia a partir del 25 de mayo de 2003 en adelante, en la especie el proceso de renovación del más alto tribunal de la República, y particularmente, Ia promoción del juicio político y posterior remoción de los doctores Eduardo Moliné 0 Connor y Antonio Boggiano por mal desempeño de sus cargos de ministros de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, constituyeron una respuesta adecuada a la situación denunciada, dándose por plenamente satisfecho y reparado de las eventuales violaciones a las garantías judiciales y a la tutela judicial efectiva que pudieran haberse cometido en los citados expedientes. Atento a ello, el peticionario renuncia a toda otra posible reparación originada en la presente petición.

Asimismo, el peticionario valora positivamente la autolimitación en materia de nombramiento de magistrados de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que el Poder Ejecutivo Nacional instrumento a través del decreto 222/03, que considera una positiva demostración de la voluntad política del Gobierno argentino de cumplir a cabalidad Ias obligaciones internacionalmente asumidas en la materia.

III.
Conclusiones

Las partes ce celebran la firma del presente acuerdo, se reconocen mutuamente la buena voluntad y positivo enfoque demostrado durante todo el proceso de solución amistosa, manifiestan su plena conformidad con su contenido y alcance, y agradecen a la Ilustre Comisión Interamericana de Derechos Humanos por sus buenos oficios y permanente compromiso.

Finalmente, las partes solicitan a la lustre Comisión una pronta aprobación del presente acuerdo de conformidad con lo dispuesto por el articulo 49 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, encomendándose a la Cancillería argentina la instrumentación de las medidas pertinentes a tal efecto.

En prueba de conformidad, se firman cuatro ejemplares del mismo tenor, en la Ciudad de Washington, D.C, a los 27 días del mes de octubre de 2010."


V.
DETERMINACIÓN DE COMPATIBILIDAD Y CUMPLIMIENTO

 
16.
La CIDH reitera que de acuerdo con los artículos 48(1)(f) y 49 de la Convención, este procedimiento tiene como fin “llegar a una solución amistosa del asunto fundada en el respeto a los derechos humanos reconocidos en la Convención”.  La aceptación de llevar a cabo este trámite expresa la buena fe del Estado para cumplir con los propósitos y objetivos de la Convención en virtud del principio pacta sunt servanda. También desea reiterar que el procedimiento de solución amistosa contemplado en la Convención, permite la terminación de los casos individuales en forma no contenciosa y ha demostrado, en casos relativos a diversos países, ofrecer un vehículo importante y efectivo de solución, que puede ser utilizado por ambas partes.

17.
En esta oportunidad, la CIDH observa que en el acuerdo, el peticionario reconoce determinadas acciones del Estado como plenamente reparadoras de sus reclamos. La Comisión entiende que el peticionario se encuentra plenamente satisfecho y da por terminada su pretensión ante la Comisión. La Comisión valora altamente los esfuerzos desplegados por las partes para lograr esta solución y declara que el mismo resulta compatible con el objeto y fin de la Convención. La CIDH destaca que este acuerdo de ninguna manera implica un pronunciamiento, ni tiene efecto sobre las personas que no aparecen como víctimas en la presente petición.
 


VI.
CONCLUSIONES

18.
Con base en las consideraciones que anteceden y en virtud del procedimiento previsto en los artículos 48(1) (f) y 49 de la Convención Americana, la Comisión desea reiterar su satisfacción por los esfuerzos realizados por las partes y por el logro del acuerdo de solución amistosa en el presente caso basado en el objeto y fin de la Convención Americana.

19.
En virtud de las consideraciones y conclusiones expuestas en este Informe, 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS DECIDE:

1.
Aprobar los términos del acuerdo de solución amistosa firmado por las partes el 27 de octubre de 2010.

2.
Hacer público el presente informe e incluirlo en su Informe anual a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 23 días del mes de marzo de 2011.  (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
,


























� Sancionada el 23 de septiembre de 1992.


� Esta ley es la Carta Orgánica del Banco Central de la República Argentina. En particular el peticionario alega la aplicación retroactiva del art. 1º, Cap. V, art. 19, inciso d) según el cual: “queda prohibido a la autoridad monetaria efectuar redescuentos, adelantos u otras operaciones de crédito, excepto en los casos previstos por el art. 17, incs. b) y c), o las que pudieran originarse en las operaciones que establece el art. 18, inc. a)”.





